


 
 
 
 

  
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 

 

 
  
 

 
3.3.- PUNTO RESOLUTIVO OCTAVO 

 
“10 Del mismo modo, respecto al punto resolutivo octavo, relacionado con la 

creación de un “registro” para la solución de casos similares al presente caso, en los 
términos de los párrafos 225 y 227 de la Sentencia, el “Estado peruano reitera lo 
señalado en el Informe Nº 069-2022-JUS/PGE-PPES de 24 de febrero de 2022 y 
solicita a la Corte IDH que lo declare como plenamente cumplido en una próxima 
Resolución de supervisión de cumplimiento de Sentencia”. 

 
Sobre este punto, el Estado mediante el Informe N° 069-2022-JUS/PGE-PPES 

del 24 de febrero de 2022, indicó: 
 
-El punto resolutivo octavo de la Sentencia, señala que el Estado Peruano debe 

crear un registro para la solución de casos similares al presente caso, en los términos 
de los párrafos 225 al 227 de la Sentencia.  De acuerdo con el Artículo 3° de la 
Resolución del Consejo Directivo N° 003-2021-PGE/CD de fecha 1 de setiembre de 
2021, emitido por la Procuraduría General del Estado, el Punto Resolutivo Octavo 
debe ser asumido por la SUNAT. 
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En relación a este Punto Resolutivo, mediante Oficio N° 000049-2022-
SUNAT/1L0000 de fecha 1 de febrero de 2022, la Procuraduría Pública de la SUNAT 
trasladó a esta Procuraduría Especializada Supranacional el informe N° 000005-2022-
SUNAT/8ª4200 de fecha 26 de enero de 2022 (véase anexo 1), elaborado por la 
División de Relaciones Laborales de la Intendencia Nacional de Recursos Humanos 
de la SUNAT, la cual informó que el 6 de diciembre de 2021, se creó el registro para 
la solución de casos similares, administrado por la mencionada Intendencia 
Nacional, de acuerdo con lo indicado en el Punto Resolutivo Octavo de la Sentencia 
y los términos de lo establecido en sus párrafos 225 al 227. 

 
Asimismo, la División de Relaciones Laborales de la Intendencia Nacional de 

Recursos Humanos de la SUNAT, mediante Informe N° 000004-2022-SUNAT/8A200, 
aprobó  un documento denominado “Guía para el registro e inscripción de personas 
que, no siendo miembros de ANCEJUB, sean cesantes o jubilados de la SUNAT, 
hayan sido beneficiados con una sentencia judicial o decisión administrativa contra la 
aplicación del Decreto 673 y cuya ejecución no se haya iniciado o todavía se encuentre 
abierta”, cuyo objetivo es facilitar la presentación de solicitudes de inscripción en el 
registro para la solución de casos similares, al cual se refiere el Punto Resolutivo 
Octavo de la Sentencia de la Corte IDH. 

 
Tanto la creación del registro como la Guía han sido comunicados a la 

ANCEJUB mediante Carta N° 023-2022-SUNAT/8A4200 de fecha 25 de enero de 
2022, para los fines de difusión correspondiente entre sus afiliados y no 
afiliados que tengan la condición de beneficiarios de una sentencia judicial o 
decisión administrativa (proceso de amparo u cualquier otro recurso judicial o 
trámite administrativo) contra la aplicación del Decreto Legislativo N° 673, que le 
reconoce, restituye y otorga derechos pensionarios, y cuya ejecución no se ha iniciado 
o todavía se encuentre abierta, en la cual se establecen los requisitos que debe 
cumplir y el procedimiento que se seguirá al efecto. 

 
Con lo informado y detallado en el presente acápite, el Estado Peruano solicita 

a la Corte IDH que declare como plenamente cumplido el Punto Resolutivo Octavo de 
la Sentencia, en su próxima Resolución de Supervisión de Cumplimiento de 
Sentencia.  En cuanto al Informe N° 069-2022-JUS/PGE-PPES, indicamos que 
Ancejub-Sunat presentó a la Corte IDH las observaciones mediante el Informe N° 007-
2022-ANCEJUB-SUNAT de fecha 19 de abril de 2022. 

 
Como se puede apreciar, el Estado representado por la Procuraduría Pública 

Especializada Supranacional, en sus informes relacionado con el punto resolutivo 
octavo de la Sentencia de la Corte IDH, solicita a dicho Tribunal que “declare el 
referido punto como plenamente cumplido en una próxima Resolución de Supervisión 
de Cumplimiento de Sentencia”.  Ancejub-Sunat considera que dicha solicitud como 
una falta de respeto y consideración por cuanto ignora totalmente las observaciones 
de las víctimas  que integra ANCEJUB-SUNAT, las mismas que deberá ser 
valorada en su oportunidad por la Corte IDH, en los términos dispuestos por la 
sentencia del 21.11.2019. 
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DE LAS DISPOSICIONES RELACIONADAS CON EL PUNTO RESOLUTIVO 

OCTAVO 

 
1) Sentencia de Corte IDH del 21 de noviembre 2019 

1.1 Punto Resolutivo 8 
“El Estado creará, dentro de los seis meses que siguen a la notificación de esta 
Sentencia, un registro para la solución de casos similares al presente, en los 
términos de los párrafos 225 al 227 de la presente Sentencia”. 
 

1.2 Párrafo 225 
En virtud de ello, como garantía de no repetición, el Tribunal considera conveniente 
ordenar al Estado la creación de un registro que identifique:  
a) otros integrantes de ANCEJUB-SUNAT que no figuran como víctimas en este 
caso, y  
b) otras personas que, no siendo miembros de dicha asociación, sean cesantes o 
jubilados de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria, que 
enfrentan condiciones similares a las víctimas del presente caso, en el sentido de 
que han sido beneficiarios de una sentencia judicial o decisión administrativa, ya 
sea en el marco de un proceso de amparo u cualquier otro recurso judicial o trámite 
administrativo contra la aplicación del Decreto 673, que les reconoce, restituye u 
otorga derechos pensionarios, y cuya ejecución no se haya iniciado o todavía se 
encuentre abierta. 
 

 1.3 Párrafo 226 
El estado se encargará de: a) crear y manejar el registro, en el que se inscribirá e 
individualizará adecuadamente a todas las personas que reúnan las condiciones 
referidas en esta medida, y b) recopilar, revisar y registrar la información y/o 
documentación de su proceso judicial, condiciones de trabajo mientras fue 
servidor del Estado (puesto, categoría, salario, tiempo de servicios, fecha de cese, 
etc.) y cualquier otro dato o documento necesario para ejecutar integralmente la 
sentencia emitida a su favor. 
 

1.4 Párrafo 227 
Para la creación del referido registro, el Estado cuenta con un plazo de seis meses, 
contado a partir de la notificación de la Sentencia.  Una vez creado el registro, el 
Estado deberá informar anualmente sobre los avances de la garantía de no 
repetición antes mencionada por un período de tres años.  La Corte valorará esta 
información en la etapa de supervisión de la presente sentencia y se pronunciará 
al respecto. 

 
 

2) Resolución de la Corte IDH de 08 de octubre de 2020 
 
2.1 Punto Resolutivo 4 

Aclarar, por medio de Interpretación, la Sentencia de Fondo, Reparaciones y 
Costas emitida en el Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la 
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. 
Perú, presentada por los representantes y 12 el Estado, en el extremo que se 
refiere a los párrafos 225, 226, 227 y el Punto Resolutivo Octavo, en los términos 
de los párrafos 30 a 34 de la presente Sentencia de Interpretación. 
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 2.2 Párrafo 30 
 La Corte reitera lo establecido en los párrafos 224 a 226 de la Sentencia y en el 

Punto Resolutivo Octavo:  
“224. En el presente caso, la Corte ordenó una medida de restitución en virtud de 
las violaciones a los derechos humanos declaradas en la presente sentencia. No 
obstante, en razón de lo alegado por la Comisión y los representantes, el Tribunal 
advierte que otros miembros de ANCEJUB-SUNAT pueden encontrarse en 
situaciones similares a las analizadas en el presente caso, dada la posible falta de 
ejecución de sentencias judiciales en cuanto a la nivelación de sus pensiones y al 
pago de los reintegros que hayan dejado de percibir por la aplicación del Decreto 
673. La Corte destaca que en aquellos casos donde existan violaciones a las 
pensiones de grupos vulnerables, es necesario ordenar garantías de no 
repetición.”  
 
225. En virtud de ello, como garantía de no repetición, el Tribunal considera 
conveniente ordenar al Estado la creación de un registro que identifique: a) otros 
integrantes de ANCEJUB-SUNAT que no figuran como víctimas en este caso, y 
b) otras personas que, no siendo miembros de dicha asociación, sean     cesantes 
o jubilados de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria, que 
enfrentan condiciones similares a las víctimas del presente caso, en el sentido de 
que han sido beneficiarios de una sentencia judicial o decisión administrativa, ya 
sea en el marco de un proceso de amparo u cualquier otro recurso judicial o trámite 
administrativo contra la aplicación del Decreto 673, que les reconoce, restituye u 
otorga derechos pensionarios, y cuya ejecución no se haya iniciado o todavía se 
encuentre abierta. 
 
226. El Estado se encargará de: a) crear y manejar el registro, en el que inscribirá 
e individualizará adecuadamente a todas las personas que reúnan las condiciones 
referidas en esta medida, y b) recopilar, revisar y registrar la información y/o 
documentación de su proceso judicial, condiciones de trabajo mientras fue 
servidor del Estado (puesto, categoría, salario, tiempo de servicios, fecha del cese, 
etc.) y cualquier otro dato o documento necesario para ejecutar integralmente la 
sentencia emitida a su favor. 
 
 227. Para la creación del referido registro, el Estado cuenta con un plazo de seis 
(06) meses, contados a partir de la notificación de la Sentencia. Una vez creado 
el registro, el Estado deberá informar anualmente sobre los avances de la garantía 
de no repetición antes mencionada por un periodo de tres años. La Corte valorará 
esta información en la etapa de supervisión de la presente sentencia y se 
pronunciará al respecto.  

 
 2.3 Párrafo 31 
 

La Corte considera que los párrafos antes mencionados deben ser interpretados  
en relación con el resto de la Sentencia, así como con los alegatos que fueron 
presentados por las partes y las observaciones de la Comisión respecto de la 
necesidad de reconocer garantías de no repetición en el caso. En ese sentido, el 
Tribunal considera que la Sentencia es clara respecto a que las medidas de 
restitución y/o indemnizaciones compensatorias por daño inmaterial fueron 
dictadas en favor de las 597 personas señaladas en el Anexo 2 de la Sentencia 
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(supra párrs. 18 y 19), las cuales constituyeron la parte lesionada en los términos 
del artículo 63.1 de la Convención. Sin embargo, el hecho de que solo dichas 
personas fueran consideradas como víctimas en la Sentencia no desconoce que 
otros miembros de ANCEJUB-SUNAT, o bien otras personas que fueran parte de 
la SUNAT, aun cuando no fueron reconocidas como víctimas del caso, pudieron 
ser afectadas en sus derechos en virtud de la aplicación del Decreto 673, y que 
sus derechos pensionarios pudieron haber sido reconocidos a través de una 
sentencia judicial o decisión administrativa a nivel interno, y que esta no haya sido 
ejecutada. 

 
2.4 Párrafo 32 
 

En este sentido, el párrafo 225 de la Sentencia es claro y preciso respecto a que los 
beneficiarios de la garantía de no repetición son: 
 “a) otros integrantes de ANCEJUB-SUNAT que no figuran como víctimas en este 
caso, y  
b) otras personas que, no siendo miembros de dicha asociación, sean cesantes o 
jubilados de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria”.  Ahora bien, 
la misma medida no deja lugar a dudas en cuanto a que los beneficiarios de esta 
medida deben haber enfrentado “condiciones similares a las de las víctimas del 
presente caso”, lo que significa “que han sido beneficiarios de una sentencia judicial 
o decisión administrativa, ya sea en el marco de un proceso de amparo y cualquier 
otro recurso judicial o trámite administrativo contra la aplicación del Decreto 673, que 
les reconoce, restituye u otorga derechos pensionario, y cuya ejecución no se haya 
iniciado o todavía se encuentre abierta”. El Tribunal advierte que existe claridad 
respecto al grupo de personas a las que se encuentra dirigida dicha medida de 
reparación  y las condiciones que deben cumplir para que sean consideradas como 
tales. 

 
2.5 Párrafo 34 
 
 Por otro lado, respecto al alcance, finalidad e implicancias de la garantía de nio repetición 
ordenada por la Corte en la Sentencia, el Tribunal considera relevante señalar que dichos 
elementos se desprenden de los párrafos 225 y 226 de la Sentencia cuando se señala 
que el Estado deberá “crear un registro” que le permita identificar a aquellas personas 
que se encuentren en situaciones similares a las víctimas del presente caso en los 
términos establecidos en los párrafos 225 y 226, y en ese sentido contar con los 
elementos necesarios para la ejecución de las sentencias judiciales o actos 
administrativos que “les reconoce, restituye u otorga derechos pensionarios, y cuya 
ejecución no se haya iniciado o todavía se encuentre abierta”.  De esta forma, la garantía 
de no repetición mencionada tiene el alcance de una obligación de medios, la cual busca 
que, a través de la creación del mencionado registro, el Estado avance en la adopción de 
medidas que permitan solucionar violaciones a los derechos humanos similares a las 
declaradas en la Sentencia.  En este punto, cabe mencionar que la medida de reparación 
ordenada tiene un carácter general por su propia naturaleza como garantía de no 
repetición, pero está dirigida a coadyuvar para que el Estado – en cumplimiento de sus 
obligaciones de respeto y garantía de los derechos – avance en la solución de la 
problemática más amplia que significa la inejecución de sentencias o decisiones 
administrativas que reconozcan derechos pensionarios a los miembros de ANCEJUB que 
se vieron afectados por la aplicación del Decreto 673, pero que no están reconocidos 
como víctimas en la Sentencia. 
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Ancejub-Sunat en relación a las comunicaciones detalladas líneas abajo, realizó 
diversas gestiones ante las instituciones del Estado comprendidos en el Proceso 
Supranacional para la ejecución del punto resolutivo octavo (8) de la sentencia 
referida.  En ese sentido, se detallan algunas de las piezas que reflejan las opiniones 
vertidas al respecto, las mismas que se adjuntan como anexos al presente Informe de 
Observaciones solicitada por la Corte IDH en la Nota: CDH-7-2017/246 y notificada el 
25 de enero de 2023. 
 
A continuación se detallan los siguientes escritos: 
 

1.-Carta del 21 de noviembre de 2020 dirigido al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, 
Dr. Ernesto Vega Luna y a la Procuraduría General del Estado (Dr. Daniel Soria Luján), 
sobre creación de Registro para inscripción de asociados de Ancejub-Sunat. 

 
2.-Carta del 13 de setiembre de 2021 dirigida al Superintendente Nacional de Aduanas y 

Administración Tributaria, señor Luis Enrique Vera Castillo, referido a “solicitud de 
reunión de trabajo presencial con el objeto de realizar coordinación para pronto 
cumplimiento de Sentencia de la Corte IDH de 21.11.2019. 

 
3.-Carta N° 23.2022-SUNAT/8A4200 de fecha 25 de enero de 2022 “Registro e 

inscripción” de casos similares, punto resolutivo octavo. 
 
4.-Carta N° 094-2022-SUNAT/8A4200 del 03 de marzo de 2022 “Situación de los ciento 

seis (106) asociados que integran el Anexo N° 1 de la Sentencia de la Corte IDH de 
fecha 21 de noviembre de 2019, no incluídos en el Anexo N° 2” 

 
5.-Carta N° s/n.-2022-ANCEJUB/SUNAT de fecha 25 de marzo de 2022 dirigido al 

Superintendente Nacional de Aduanas y Administración Tributaria, con atención al señor 
Edward Albert Deza Villegas, jefe (e) de la División de Relaciones Laborales, solicitando 
reunión relacionado con la Carta N° 094-2022-SUNAT/8A4200 de fecha 03 de marzo de 
2022, vinculada a la creación de registro e inscripción de los 106 asociados de Ancejub-
Sunat, dispuesto por la Sentencia del 21 de noviembre de 2019, en el punto resolutivo 
octavo, párrafos 225 al 227 para la solución de casos similares (Garantía de No 
Repetición). 

 
6.-Carta N° 07-2022-ANCEJUB-SUNAT de fecha 15 de abril de 2022, dirigido al 

Superintendente Nacional de Aduanas y Administración Tributaria, con atención al señor 
Miguel Cárdenas Huayllasco, Gerente de Recursos Humanos y señor Edwar A. Deza 
Villegas (División e de Relaciones Laborales, y copias al Dr. José Antenor Escalante 
Gonzales, Procurador Público de Sunat y Dr. Héctor Castillo, Procurador Adjunto, 
reiterando inscripción en el Registro ordenado por la Corte IDH de los 106 asociados  
de Ancejub-Sunat (Punto Resolutivo Octavo y párrafos 225 al 227). 

 
7.-Carta N° 152-2022-SUNAT/8A4200 de fecha 10 de mayo de 2022, remitida por el señor 

Edward Albert Deza Villegas, Jefe (e) División de                                                                         
Relaciones Laborales (Sunat), en respuesta a la Carta N° 07-2022-ANCEJUB-SUNAT 
del 15 de abril de 2022, Expediente N° 000-URD999-2022-392624, mediante el cual 
precisa que el “Informe N° 4117 de la CIDH no genera fuerza vinculante en el 
ordenamiento interno peruano, que contiene recomendaciones expedidas en términos 
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generales por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, por lo que no tiene el 
carácter de una decisión jurisdiccional obligatoria… 

 
8.-Carta N° 08-2022-ANCEJUB-SUNAT de fecha 17 de junio de 2022, dirigida al señor 

Edward Albert Deza Villegas, Jefe (e)División de Relaciones Laborales, relacionada a 
la carta N° 152-2022-SUNAT/8A4200 sobre negativa de inscripción en el Registro de 
106 asociados de Ancejub-Sunat, referida por el punto resolutivo octavo de la 
Sentencia de la Corte IDH de fecha  21 de noviembre de 2019.  Al respecto, la 
Asociación, refutó con sólidos argumentos la citada carta remitida por Sunat. 
 

9-Nota CDH-7-2017/227 del 30 de junio de 2022, enviada por el Secretario, Dr. Pablo 
Saavedra Alessandri, relacionado a las comunicaciones electrónicas de 17 y 21 de junio 
de 2022, mediante los cuales el Presidente del Consejo Directivo de Ancejub-Sunat 
remitió copias de los escritos dirigidas al Jefe de División de Relaciones Laborales de 
Sunat y al Secretario General de la Corte Suprema del Poder Judicial de la República 
respectivamente. 

 
En dicha nota: “Hace notar que en los párrafos 30 al 34 del punto resolutivo cuarto, de 
la Sentencia de Interpretación  emitida el 8 de octubre de 2020, la Corte Interamericana 
efectuó una aclaración respecto a la “garantía de no repetición”, ordenada en el punto 
resolutivo octavo de la Sentencia del 21 de noviembre de 2019, relativo al “El Estado 
creará dentro de los seis meses que siguen a la notificación de esta Sentencia, un 
registro para la solución de casos similares al presente, en los términos de los párrafos 
225 al 227 de la Sentencia” 

 
Por lo expuesto, consideramos que el Estado ha incumplido con lo ordenado por la 
Sentencia de la Corte IDH, correspondiente al punto resolutivo octavo, al no inscribir 
a los 106 asociados de Ancejub, a pesar de haber creado el Registro y contar con toda 
la información de sus pensionistas (legajos personales), además no evaluó ni informó 
periódicamente a dicho Tribunal, a fin de que dentro del plazo de tres (3) años sea 
resuelto en Sede Supranacional. Se solicita que el Estado Peruano, informe a vuestra 
Excelentísima Corte IDH, a cuantos asociados de ANCEJUB SUNAT ha considerado en 
su “Registro”. 
 
En cuanto al punto resolutivo siete (07), este se ejecutó en sus propios términos en 
colaboración con mi representada. Igualmente el punto resolutivo 10 “Costas y Gastos”, 
se cumplieron con pagar. 

 
El punto resolutivo noveno, ha cumplido parcialmente por parte del Poder Judicial, y 
quedando pendiente el reconocimiento y pago de los intereses tanto de SUNAT como 
del Poder Judicial. 

 
Atentamente 
 

 
Dr. César Augusto Atarama Lonzoy 
               Presidente                                                                        
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Se adjunta los anexos, incluyendo las otras acciones realizadas. 
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